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su caso, si el artículo 35, fracción VI del Reglamento Urbano para Estaciones 
de Servicio para la Distribución de Gasolina y Combustibles Líquidos 
Producto de la Refinación del Petróleo en el Estado de Quintana Roo, es 
constitucional al regular la distancia entre estaciones de servicio de gasolina 
y diésel, en términos de los artículos 27, párrafo séptimo, y 28, párrafo cuarto, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Propuesta: Se propone desechar el recurso de revisión adhesivo, revocar la 
sentencia recurrida y devolver los autos al Tribunal Colegiado del 
conocimiento.  
 
Lo anterior, porque resultan fundados los agravios hechos valer por la 
recurrente, en virtud de que la extinta Segunda Sala de este Alto Tribunal 
declaró constitucional el artículo 35, fracción VI, del Reglamento Urbano para 
Estaciones de Servicio para la Distribución de Gasolina y Combustibles 
Líquidos Producto de la Refinación del Petróleo en el Estado de Quintana 
Roo, en tanto establece una restricción orientada a la planeación y al 
desarrollo urbano, sustentada en el interés público y la seguridad colectiva, 
sin que ello signifique una regulación directa o indirecta del sistema nacional 
de hidrocarburos; en consecuencia, procede revocar la sentencia recurrida. 
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Resultan fundados los 
agravios hechos valer por la 
recurrente, en virtud de que la 
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Alto Tribunal declaró 
constitucional el artículo 35, 
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relación con la materia de 
constitucionalidad analizada. 
Se revoca la sentencia 
dictada el quince de mayo de 
dos mil veinticinco por el 
Tercer Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Séptimo Circuito.  
Se ordena devolver los autos 
al Tribunal Colegiado del 
conocimiento para el análisis 
de los conceptos de violación 
relacionados con aspectos de 
legalidad.  
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IX. DECISIÓN 

PRIMERO. Se desecha el 
recurso de revisión adhesivo. 
SEGUNDO. En la materia de 
la revisión, se revoca la 
sentencia recurrida. 
TERCERO. Devuélvanse los 
autos al tribunal colegiado del 
conocimiento para los efectos 
precisados en el presente 
fallo. 
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VISTO BUENO 
SR. MINISTRO 
PONENTE: MINISTRO IRVING ESPINOSA BETANZO 

COTEJÓ 
SECRETARIO: LUIS FELIPE RUIZ MARTÍNEZ LASSO  
 
 
Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

(SCJN), en sesión correspondiente al _____________ de __________ de 

2025, emite la siguiente: 

 

S E N T E N C I A 

 

Mediante la cual se resuelve el amparo directo en revisión 3797/2025, 

interpuesto por **********, Sociedad Anónima de Capital Variable, y por la 

recurrente adhesiva Director de Ingresos de la Tesorería Municipal del 

Ayuntamiento de Playa del Carmen, Quintana Roo, en contra de la sentencia 

dictada el 15 de mayo de 2025, por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo 

Séptimo Circuito, en el juicio de amparo directo **********. 

 

El problema jurídico de este Tribunal Pleno consiste en determinar si el 

recurso de revisión es procedente y en su caso, si el artículo 35, fracción VI 

del Reglamento Urbano para Estaciones de Servicio para la Distribución de 

Gasolina y Combustibles Líquidos Producto de la Refinación del Petróleo en 

el Estado de Quintana Roo, es constitucional al regular la distancia entre 

estaciones de servicio de gasolina y diésel, en términos de los artículos 27, 

párrafo séptimo, y 28, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 
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ANTECEDENTES Y TRÁMITE 

 

1. Juicio Contencioso Administrativo. Mediante escrito presentado el 21 de 

marzo de 2024 ante la Segunda Sala Unitaria del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Quintana Roo, **********, Sociedad Anónima de 

Capital Variable, demandó la nulidad de la licencia de funcionamiento 

**********, que expidió la Dirección de Ingresos de la Tesorería Municipal del 

Municipio de Solidaridad en el Estado de Quintana Roo, en favor de la 

sociedad mercantil **********, Sociedad Anónima de Capital Variable para 

operar una estación de servicio de gasolina en la **********.       

 

2. Mediante acuerdo de 22 de marzo de 2024, se admitió a trámite la demanda 

de nulidad, formándose el expediente bajo el número **********, asimismo, se 

ordenó emplazar a la autoridad demandada y a la tercera interesada.  

 

3. Una vez sustanciado el juicio, la Segunda Sala Ordinaria y Especializada en 

Materia Fiscal y Tributaria del Tribunal de Justicia Administrativa y 

Anticorrupción del Estado de Quintana Roo1, declaró la NULIDAD LISA Y 

LLANA del acto impugnado, bajo las consideraciones siguientes: 

 

• Resultaron fundados los conceptos de nulidad primero y segundo 
del escrito de demanda, al estimarse que la licencia de 
funcionamiento impugnada no se encuentra debidamente fundada 
y motivada, ya que pasa por alto los requisitos establecidos por el 
artículo 352, fracción VI del Reglamento Urbano para Estaciones de 
Servicio para la Distribución de Gasolina y Combustibles Líquidos 

 
1 Con motivo de la entrada en vigor del Decreto 013, publicado en el Periódico Oficial del Estado de 
Quintana Roo el 9 de octubre de 2024, así como de la sesión del Pleno del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Quintana Roo, se acordó que la Segunda Sala Unitaria del extinto 
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Quintana Roo, pasaría a ser la Segunda Sala 
Ordinaria y Especializada en Materia Fiscal y Tributaria del Tribunal de Justicia Administrativa y 
Anticorrupción del Estado de Quintana Roo, véase acuerdo del 5 de noviembre de 2024, visible a 
foja 554 del expediente relativo al juicio contencioso administrativo.  
2 ARTICULO 35.- Por razones de riesgo y protección a los derechos humanos fundamentales a la 
vida y la salud de los residentes de asentamientos humanos, no se otorgará permiso alguno para 
Estaciones de Servicio, incluidas las de autoconsumo, que pretendan instalarse: 
(…) 
VI. En radios menores a 500 metros para protección y amortiguamiento con respecto al mismo radio 
de otra estación de servicio.  
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Productos de la Refinación del Petróleo en el Estado de Quintana 
Roo. 

• Del dictamen pericial, se desprende la existencia de una distancia 
menor a la establecida entre la estación de servicio de gasolina 
ubicada en colonia **********, con la diversa estación que entró en 
operaciones al amparo de la licencia de funcionamiento que se 
impugna, expedida a favor de **********, Sociedad Anónima de 
Capital Variable, ubicada en **********.      

• Los argumentos expuestos por la tercera interesada, referente a la 
inconstitucionalidad e inaplicación del artículo 35 en cita con motivo 
de la invasión de competencia, fueron calificados como infundados 
en tanto que de los mismos no se advierte violación alguna de 
derechos humanos, ni la invasión de competencia de la Federación 
en materia de hidrocarburos, ya que los ayuntamientos cuentan con 
atribuciones en materia de desarrollo urbano y con ello norman la 
zonificación y uso de suelo, a fin de regular los asentamientos 
humanos que es de competencia concurrente.  

 

4. Juicio de Amparo Directo. Inconforme con la sentencia de fecha 5 de 

febrero de 2025, **********, Sociedad Anónima de Capital Variable, promovió 

juicio de amparo directo, de la que correspondió conocer al Tercer Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, donde se registró con el número 

**********. En sesión de 15 de mayo de 2025, se concedió el AMPARO y 

protección a la quejosa por los siguientes razonamientos: 

• Los conceptos de violación tercero y cuarto eran fundados, en tanto 

que contrario el artículo 35, fracción VI, del Reglamento Urbano para 

Estaciones de Servicio para la Distribución de Gasolina y 

Combustibles Líquidos Producto de la Refinación del Petróleo en el 

Estado de Quintana Roo, era inconstitucional, al invadir la esfera 

competencial de la Federación para regular las actividades 

relacionadas con hidrocarburos.  

• Por lo anterior, el tribunal colegiado estimó incorrecto el actuar de la 

autoridad responsable, pues debió desestimar los conceptos de 

impugnación hechos valer por la entonces actora, en atención a que 

la referida norma, no podía ser aplicada al caso en concreto, al 

resultar inconstitucional.  
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5. En la sentencia de amparo se precisaron los efectos de amparo de la 

siguiente manera:  

1) Deje insubsistente la sentencia definitiva reclamada;  
2) Dicte una nueva en la que: a) Deje intocado lo que no es materia 

de concesión, y de conformidad con los lineamientos establecidos 
en esta ejecutoria, se abstenga de aplicar al caso concreto el 
contenido del artículo 35, fracción VI, del Reglamento Urbano para 
Estaciones de Servicios para la Distribución de Gasolina y 
Combustibles Líquidos producto de la Refinación del Petróleo en el 
Estado de Quintana Roo.  

3) Resuelva lo que en derecho corresponda. 
 

6. Recurso de revisión. En contra de esa sentencia, la tercera interesada 

**********, Sociedad Anónima de Capital Variable, interpuso recurso de 

revisión. 

 
7. Acuerdo de radicación y admisión del recurso. La entonces Presidenta de 

esta SCJN mediante acuerdo de 16 de junio de 2025, ordenó formar y 

registrar el expediente relativo al amparo directo en revisión 3797/2025, 

asimismo, acordó admitir a trámite dicho recurso y correr traslado a la Fiscalía 

General de la República y a la tercera interesada para que manifestaran lo 

que a su derecho correspondiera. Finalmente, ordenó el resguardo para 

reserva de turno con motivo de la nueva integración de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación.  

 

8. Recurso de revisión adhesivo. El Director de Ingresos de la Tesorería 

Municipal del Ayuntamiento de Playa del Carmen, Quintana Roo, 

representado por el Director de Asuntos Contenciosos de la Secretaría 

Jurídica y Consultiva, planteó la revisión adhesiva, en la que formuló los 

siguientes razonamientos: 

 

• Que el Tribunal Colegiado al conceder el amparo, actuó con total 
apego a derecho, así como a los principios de congruencia y 
exhaustividad que rigen el dictado de las sentencias previstas en los 
artículos 74, 75 y 77 de la Ley de Amparo.  

• Que la determinación emitida por el Colegiado es correcta, ya que 
en términos de lo establecido por los artículos 1 y 5 de la Ley de la 
Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio 
Ambiente del Sector Hidrocarburos, así como la Norma Oficial 
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Mexicana de Emergencia NOM-EM-001-ASEA2015 publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el trece de diciembre de dos mil 
quince y la Norma Oficial Mexicana NOM005-ASEA-2016 publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el siete de noviembre de dos 
mil dieciséis, de los que se desprende que la Federación tiene la 
competencia exclusiva para legislar en materia de hidrocarburos.  

• Finalmente, se sostiene que el Tribunal actuante en lo particular 
enfatizó que no existe concurrencia de atribuciones de la federación 
y de las entidades federativas para la emisión de una regulación 
como la combatida, porque ello equivaldría a legislar en materia de 
hidrocarburos.    

 

9. Manifestaciones. La Fiscalía General de República realizó diversas 

manifestaciones en relación con el recurso de revisión interpuesto.    

 

10. Acuerdo de radicación y admisión del recurso adhesivo. La entonces 

Presidenta de esta SCJN mediante acuerdo de 10 de julio de 2025, ordenó 

admitir el recurso de revisión adhesivo.  

 

11. Turno. Debido a que en sesión celebrada el 1 de septiembre de 2025 tomaron 

protesta las Ministras y los Ministros integrantes de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 20, 

fracción II, primera parte, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, así como en atención a lo acordado por el Pleno de este Tribunal 

en la sesión privada respectiva, mediante acuerdo de 2 de septiembre de 

2025, el Ministro Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 

ordenó el turno del presente asunto al Ministro Irving Espinosa Betanzo para 

que actuara como ponente del mismo. 

 

I. COMPETENCIA 

 

12. Este Pleno de la SCJN es competente para resolver el presente recurso de 

revisión derivado del amparo directo 125/2025, en términos de lo dispuesto 

por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, 81, 82, 83 y 96 de la Ley de Amparo, y, 16 fracción IV, de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicada en el Diario 
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Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2024 y del Acuerdo General 

3/2025 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 3 de 

septiembre de 2025, que regula la procedencia y trámite de los recursos de 

revisión en amparo directo; lo anterior, dado que el recurso fue interpuesto en 

contra de una sentencia de amparo directo en materia administrativa, dictada 

por un Tribunal Colegiado de Circuito, competencia de este Pleno de la SCJN. 

 

II. OPORTUNIDAD 

13. La sentencia del Tribunal Colegiado fue notificada a la tercera interesada 

**********, Sociedad Anónima de Capital Variable, aquí recurrente el 2 de junio 

de 2025, por lo que surtió sus efectos al día hábil siguiente, es decir, el 3 del 

mismo mes y año. Por tanto, el plazo de diez días establecido en el artículo 

86 de la Ley de Amparo transcurrió del 4 al 17 de junio de 2025, sin contar en 

el cómputo los días 7, 8, 14 y 15 de junio, por haber sido sábados y domingos, 

de conformidad con el artículo 19 de la Ley de Amparo. En consecuencia, si 

el escrito de agravios se presentó el 9 de junio del 2025, es inconcuso que se 

interpuso de forma oportuna. 

 

14. Por lo que respecta al recurso adhesivo, es de indicarse que el acuerdo de 

fecha 16 de junio de 2025 que tuvo por admitido el recurso de revisión se 

notificó a la autoridad tercera interesada DIRECTOR DE INGRESOS DE LA 

TESORERÍA MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE PLAYA DEL CARMEN, 

QUINTANA ROO, aquí recurrente adhesiva, el 14 de agosto de 2025, 

surtiendo sus efectos el quince de agosto del mismo mes y año. Por tanto, el 

plazo de cinco días establecido en el artículo 82 de la Ley de Amparo 

transcurrió del 18 al 22 de agosto de 2025. Por lo tanto, si el recurso de 

revisión adhesivo se presentó el 2024 de junio de 2025, es decir previo a que 

corriera el plazo establecido, es inconcuso que el recurso se interpuso de 

forma oportuna. 

 

III. LEGITIMACIÓN  
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15. El recurso de revisión principal fue interpuesto por **********, Sociedad 

Anónima de Capital Variable, a través de **********, autorizado en términos 

amplios del artículo 12 de la Ley de Amparo, quien tiene la calidad de tercera 

interesada en el juicio de amparo directo **********.  

 

16. Por otra parte, la revisión adhesiva se interpuso por el Director de Ingresos 

de la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de Playa del Carmen, Quintana 

Roo, a través del titular de la Dirección de Asuntos Contenciosos de la 

Secretaría Jurídica y Consultiva del Ayuntamiento del Municipio de Playa del 

Carmen, Quintana Roo, en términos de lo establecido por el artículo 104 

fracción I, III, V y XII del Reglamento Orgánico de la Administración Pública 

del Municipio de Solidaridad, Quintana Roo 

 
IV. IMPROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN ADHESIVO 

 

17. Procede desechar, por improcedente, el recurso de revisión adhesiva 

interpuesto por el Director de Ingresos de la Tesorería Municipal del 

Ayuntamiento de Playa del Carmen, Quintana Roo, a través del titular de la 

Dirección de Asuntos Contenciosos de la Secretaría Jurídica y Consultiva del 

Ayuntamiento del Municipio de Playa del Carmen, Quintana Roo. 

 

18. El artículo 82 de la Ley de Amparo dispone que, en todos los supuestos de 

procedencia del recurso de revisión3, la parte que obtuvo resolución favorable 

a sus intereses puede adherirse a la interpuesta por su contrario, dentro del 

plazo de cinco días contados a partir de la fecha en que se le notifique la 

admisión del recurso principal. 

 

19. La adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste, por lo que los 

argumentos correlativos carecen de autonomía en cuanto a su trámite y 

procedencia. Tal dependencia del destino procesal o situación de 

subordinación procesal de la adhesión al recurso de revisión lleva a 

 
3 Artículo 82. La parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo puede adherirse a la 
revisión interpuesta por otra de las partes dentro del plazo de cinco días, contados a partir del día 
siguiente a aquél en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso, expresando los 
agravios correspondientes; la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste. 
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determinar que su naturaleza jurídica no es la de un medio de impugnación 

directo. 

 

20. En ese orden de ideas, la adhesión no es propiamente un recurso, pero sí un 

medio de defensa en sentido amplio que garantiza, a quien obtuvo sentencia 

favorable, la posibilidad de expresar agravios dirigidos a mejorar y reforzar 

la parte considerativa de la sentencia que condujo a la resolución favorable a 

sus intereses4. 

 

21. De acuerdo con la naturaleza jurídica de la revisión adhesiva, para su 

procedencia se requiere, como condición indispensable, que la sentencia sea 

favorable a los intereses del recurrente, pues en caso contrario, la 

impugnación tendrá que formularse en la vía principal. 

 

22. Es orientadora, la jurisprudencia P./J. 28/2013 (10a.) del Tribunal Pleno de 

esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “REVISIÓN 

ADHESIVA. LOS AGRAVIOS RELATIVOS DEBEN CONSTREÑIRSE A LA 

PARTE CONSIDERATIVA DEL FALLO RECURRIDO QUE ESTÁ 

RELACIONADA CON EL PUNTO RESOLUTIVO QUE FAVORECE AL 

RECURRENTE”5. 

 

23. En el presente caso, la sentencia que es materia de la revisión concedió el 

amparo a **********, Sociedad Anónima de Capital Variable, en el juicio de 

amparo directo **********. Mientras que el presente recurso de revisión fue 

 
4 De acuerdo con el criterio sustentado por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la tesis P. CXLV/96, del rubro: “REVISIÓN ADHESIVA. SU NATURALEZA JURÍDICA”. 
Tesis, Pleno, Novena Época, registro 200014. Publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta. Tomo IV, noviembre de 1996, página 144.  
5 P./J. 28/2013 (10a.), jurisprudencia, Pleno, Décima Época, registro 2005101. Publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, página 7. 
Unificación de criterios. Contradicción de tesis 300/2010. 28 de mayo de 2013. Mayoría de seis votos, 
en los términos reflejados en la jurisprudencia, de la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, Sergio Armando Valls 
Hernández, Alberto Pérez Dayán y José Ramón Cossío Díaz. Votaron en contra los Ministros Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, José Fernando Franco González Salas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea 
(ponente), quienes reservaron su derecho para formular voto de minoría. Estuvieron ausentes la 
Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas y el Ministro Juan N. Silva Meza. 
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interpuesto por **********, Sociedad Anónima de Capital Variable, quien tiene 

el carácter de tercera interesada en dicho juicio de amparo. 

 

24. Por otra parte, la revisión adhesiva materia de estudio, fue interpuesta por la 

autoridad tercera interesada en el juicio de amparo de origen (Director de 

Ingresos de la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de Playa del Carmen, 

Quintana Roo) y la totalidad de sus agravios se dirigen a evidenciar que fue 

correcta la concesión del amparo. 

 

25. Lo anterior pone de manifiesto la improcedencia de la revisión adhesiva, dado 

que éste solo puede ser interpuesto por la parte a la que le fue benéfica la 

sentencia recurrida y quien pretende robustecer las consideraciones de la 

sentencia recurrida, lo que en el caso no sucede, dado que la recurrente 

adhesiva tuvo el carácter de tercera interesada en el juicio de amparo directo, 

en el que se concedió el amparo a **********, Sociedad Anónima de Capital 

Variable, de ahí que únicamente esta última se encontraría facultada para tal 

efecto. 

 

26.  En consecuencia, procede desechar el recurso de revisión adhesiva. 

 

V. PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN 

 

27. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 

recurso de revisión en vía directa satisface los requisitos de procedencia, por 

lo que amerita el estudio de los planteamientos esgrimidos por la moral 

recurrente. 

 

28. Para corroborar el anterior aserto, es necesario destacar que el recurso de 

revisión en el juicio de amparo directo se encuentra regulado en los artículos 

107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos;6 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,7, así como en 

el Acuerdo General 3/2025 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, de 3 de septiembre de 2025, que regula la procedencia y trámite de 

los recursos de revisión en amparo directo. 

 

29. De la interpretación de los anteriores preceptos, se desprende que las 

resoluciones en los juicios de amparo directo que emitan los Tribunales 

Colegiados de Circuito no admiten recurso alguno, salvo que se cumplan dos 

requisitos. 

 
30. El primero se relaciona propiamente con las materias del recurso de revisión 

en la vía directa, es decir, con un tema de constitucionalidad o de derechos 

humanos en su vertiente convencional, ya sea que se hayan planteado desde 

la demanda de amparo o en su caso, desarrollado en la sentencia recurrida, 

pues resulta procedente este medio de impugnación en contra de 

resoluciones que tengan los supuestos siguientes: 

a) Decidan sobre la constitucionalidad de normas generales; 

b) Establezcan la interpretación directa de un precepto de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de los 

derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los 

que el Estado Mexicano sea parte; o, 

 
6 Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción 
de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley 
reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: 
(…)   
IX. En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en contra de las sentencias que 
resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de 
un precepto de esta Constitución u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido 
planteadas, siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el asunto revista un 
interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos. La materia del recurso se 
limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras. 
En contra del auto que deseche el recurso no procederá medio de impugnación alguno; 
(…). 
7 La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá: 
(…)  
IV. Del recurso de revisión en amparo directo, en contra de las sentencias que resuelvan sobre la 
constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos u omitan decidir sobre tales cuestiones 
cuando hubieren sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
el asunto revista un interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos. La materia 
del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder 
comprender otras; 
(…). 
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c) Hayan omitido dicho estudio, cuando se hubiese planteado en la 

demanda de amparo. 

 
31. Los anteriores supuestos son alternativos, es decir, basta que se dé uno u 

otro para que en principio resulte procedente el recurso de revisión en amparo 

directo. 

 

32. El segundo requisito se vincula con el tipo de pronunciamiento que se 

espera en esas materias al momento de resolver el recurso de revisión, pues 

para colmar este requisito, la Suprema Corte de Justicia de la Nación debe 

emitir un pronunciamiento que debe revestir un interés excepcional en 

materia constitucional o de derechos humanos. 

 
33. Antes de la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 11 de marzo de 2021, debía analizarse si los referidos temas 

de constitucionalidad entrañaban la fijación de un criterio de importancia y 

trascendencia en los términos del Acuerdo General 9/2015, emitido el 8 de 

junio de 2015 por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 
34. El 11 de marzo de 2021 se reformó el artículo 107, fracción IX, constitucional 

para establecer la procedencia del recurso de revisión en amparo directo ante 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuando a su juicio revista un 

interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos. 

 

35. De la exposición de motivos respectiva, se desprende que dicha reforma tuvo 

como propósito apuntalar el rol de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

como tribunal constitucional permitiendo que enfoque sus labores únicamente 

en los asuntos más relevantes para el orden jurídico nacional. 

 
36. Así, la razón de modificar la fracción IX del artículo 107 constitucional radica 

en darle mayor discrecionalidad al Alto Tribunal para conocer del recurso de 

revisión en amparo directo, únicamente, cuando a su consideración el asunto 

revista un interés excepcional en materia constitucional o de derechos 

humanos. 
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37. Resulta patente que por mandato constitucional se reservó la posibilidad de 

recurrir las sentencias dictadas por un Tribunal Colegiado de Circuito, 

únicamente, en los casos en que subsista un genuino problema de 

constitucionalidad, excluyendo la posibilidad de revisar los problemas 

jurídicos de mera legalidad, en los cuales los referidos órganos colegiados 

son terminales. 

 
38. Por otra parte, el Acuerdo General 3/2025 del Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de 3 de septiembre de 2025, que regula la procedencia 

y trámite de los recursos de revisión en amparo directo, en cuyo punto cuarto, 

señala que se se considerará que un asunto reviste interés excepcional en 

materia constitucional o de derechos humanos, entre otros, en los siguientes 

supuestos:  

 I. El asunto plantee una problemática novedosa o que requiera un análisis 
más profundo por la SCJN, especialmente en torno a la interpretación de 
normas constitucionales o derechos humanos; 
II. El problema jurídico involucre una violación grave a los derechos 
humanos; 
III. Si la sentencia del Tribunal Colegiado de Circuito hace una interpretación 
restrictiva de algún precepto de la CPEUM, o de derechos humanos, o 
IV. La sentencia recurrida contradiga o desconozca un criterio sostenido por 
la SCJN en materia constitucional o de derechos humanos. 

 
39. De lo hasta aquí expuesto, se considera que el presente recurso de revisión 

cumple con el primer requisito de procedencia, ya que en la demanda de 

amparo directo se planteó la inconstitucionalidad del artículo 35, fracción VI, 

del Reglamento Urbano para Estaciones de Servicio para la Distribución 

de Gasolina y Combustibles Líquidos Producto de la Refinación del 

Petróleo en el Estado de Quintana Roo. 

 
40. Además, de la sentencia sujeta a revisión se advierte una interpretación 

constitucional diversa a la realizada por la extinta Segunda Sala de este Alto 

Tribunal respecto de la fracción VI del artículo 35 del Reglamento Urbano 

para Estaciones de Servicio para la Distribución de Gasolina y Combustibles 

Líquidos Producto de la Refinación del Petróleo en el Estado de Quintana 

Roo, por lo tanto, se considera que el asunto reviste interés excepcional. 
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VI.  PROBLEMA JURÍDICO A RESOLVER 

 

 
41. La problemática jurídica a resolver por esta Suprema Corte de Justicia de la 

Nación consiste en determinar si el artículo 35, fracción VI del Reglamento 

Urbano para Estaciones de Servicio para la Distribución de Gasolina y 

Combustibles Líquidos Producto de la Refinación del Petróleo en el Estado 

de Quintana Roo es constitucional al regular la distancia entre sí de las 

estaciones de servicio de gasolina y diésel a la luz de los artículos 27, párrafo 

séptimo, y 28, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

VII. ESTUDIO DE FONDO 

 

42. En los agravios, la parte recurrente refiere que la sentencia recurrida es ilegal, 

dado que el artículo controvertido tiene como principal objeto, que la 

instalación de una gasolinera o estación de servicio respete los principios y la 

legislación relativa al ordenamiento de los asentamiento humanos y 

protección civil, así como para autorizar, controlar y vigilar el uso de suelo o 

para otorgar licencias de construcción, facultades que tienen los municipios 

dentro del artículo 115, fracciones II, segundo párrafo y V, incisos a) y d) de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

43. Afirma que del artículo 1°, fracción I de la Ley de Asentamientos Humanos, 

Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Quintana Roo, se 

aprecia que el Estado tiene la facultad de establecer las disposiciones básicas 

e instrumentos para ordenar el uso del territorio y la planeación y regulación 

de los asentamientos humanos y el desarrollo urbano en el Estado de 

Quintana Roo, así como para determinar las atribuciones de las autoridades 

competentes para la aplicación de dicha Ley, con pleno respeto a los 

derechos humanos y demás principios establecidos en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Quintana Roo. 
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44. En esas condiciones el Legislador estatal no invade la esfera de atribuciones 

de la Federación en materia de hidrocarburos, ya que los Ayuntamientos 

cuentan con atribuciones en materia de desarrollo urbano y con ello norman 

la zonificación y uso de suelo a fin de salvaguardar derechos constitucionales 

tutelados, como la seguridad y la planeación de centros de población. 

 
45. Argumenta que el reglamento urbano pretende normar el uso de suelo para 

ejercer la actividad comercial dentro de los Municipios, garantizar la seguridad 

de las personas, proteger la vida, la salud, la imagen urbana y el medio 

ambiente cuyos derechos son materias concurrentes entre la Federación, los 

Estados y Municipios. 

 
46. Considera que el artículo impugnado solo desarrolla lo que la propia 

Constitución Federal, la Ley General de Asentamientos Humanos y la Ley de 

Desarrollo Urbano del Estado de Quintana Roo le concede para la regulación 

de los asentamientos humanos, dentro de su facultad reglamentaria para 

legislar los usos y destinos de áreas y predios de los centros de población. 

 
47. Dichos argumentos resultan fundados.  

 
48. En efecto, el tribunal colegiado del conocimiento declaró inconstitucional el 

artículo 35, fracción VI del Reglamento Urbano para Estaciones de Servicio 

para la Distribución de Gasolina y Combustibles Líquidos Producto de la 

Refinación del Petróleo en el Estado de Quintana Roo, esencialmente por 

considerar que derivado de las reformas constitucionales publicadas en el 

Diario Oficial de la Federación el 5 y 11 de junio, y 20 de diciembre, todas de 

2013, las entidades federativas no están facultadas para establecer normas 

relativas a las distancias mínimas entre gasolineras, porque tales reformas 

generaron la obligación y atribución de las autoridades a nivel federal para 

tomar el control y regular todo lo relacionado con hidrocarburos.  

 
49. Concluyendo que dicho precepto transgrede el derecho de seguridad jurídica 

y el principio de subordinación jerárquica, pues el hecho de que el reglamento 

impugnado establezca que el Ejecutivo de la entidad está, en términos de la 
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norma fundamental del país, autorizado para disponer restricciones a la 

construcción y funcionamiento de una estación de servicio gasolinera, 

constituye una invasión de esferas competenciales del Gobierno del Estado 

de Quintana Roo, dado que todo lo relativo a la industria de hidrocarburos 

compete a la Federación. 

 
50. Así, esas consideraciones son opuestas al criterio establecido por la extinta 

Segunda Sala de este Alto Tribunal por unanimidad de cuatro votos en sesión 

de 14 de mayo de 2025 al resolver el amparo directo en revisión 6987/20248, 

en el que se analizó la constitucionalidad del artículo 35, fracción VI del 

Reglamento Urbano para Estaciones de Servicio para la Distribución de 

Gasolina y Combustibles Líquidos Producto de la Refinación del Petróleo en 

el Estado de Quintana Roo concluyendo que debe considerarse válido desde 

el punto de vista constitucional, en tanto establece una restricción orientada 

a la planeación y al desarrollo urbano, sustentada en el interés público y la 

seguridad colectiva, sin que ello signifique una regulación directa o indirecta 

del sistema nacional de hidrocarburos, bajo las consideraciones siguientes: 

 
“42. Para demostrar lo anterior, es preciso señalar el contenido de la norma 
cuya constitucionalidad defiende la parte recurrente.  

Reglamento Urbano para Estaciones de Servicio para la Distribución de 
Gasolina y Combustibles Líquidos Producto de la Refinación del Petróleo 
del Estado de Quintana Roo. 

ARTÍCULO 35. Por razones de riesgo y protección a los derechos humanos 
fundamentales a la vida y la salud de los residentes de asentamientos 
humanos, no se otorgará permiso alguno para Estaciones de Servicio, 
incluidas las de autoconsumo, que pretendan instalarse: 
(…) 
VI. En radios menores a 500 metros para protección y amortiguamiento con 
respecto al mismo radio de otra estación de servicio, 
(…). 

43. Dicho Reglamento fue emitido por el Gobernador Constitucional del Estado 
de Quintana Roo en cumplimiento de sus obligaciones constitucionales, 
publicado en el Extraordinario Bis del Periódico Oficial del Estado de Quintana 
Roo, el viernes veintiocho de junio de dos mil trece, creado para regular las 
obras y actividades que se lleven a cabo en las estaciones de servicio, y así 
proteger el desarrollo urbano como proceso de planeación y regulación de la 

 
8 Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Ministra Yasmín Esquivel 
Mossa, 14 de mayo de 2025, por unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa 
(ponente), Alberto Pérez Dayán, Lenia Batres Guadarrama y Presidente Javier Laynez Potisek. 
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fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de 
población.  

44. Señalando que debido a la estrecha relación que existe entre el desarrollo 
urbano, la protección del medio ambiente y la seguridad de la población el 
reglamento se creó con la finalidad principal de establecer las bases para la 
regulación urbanística de las estaciones de servicio, prever directrices 
elementales en materia de seguridad de la población, prevención de riesgos, 
protección del entorno, así como fijar lineamientos básicos para la autorización 
del desarrollo, construcción y operación de estaciones de servicio en el Estado 
de Quintana Roo. 

45. Ahora bien, esta Segunda Sala, considera que el artículo 35, fracción VI 
del multicitado reglamento resulta constitucionalmente válido, porque dentro 
de las facultades constitucionales de los Estados y los Municipios está la de 
reglamentar sobre la urbanización de su localidad, lo que incluye las 
construcciones que impacten en el espacio público donde la sociedad civil 
realiza sus actividades diarias. 

46. En efecto, esta Sala, determina que el precepto impugnado no es 
inconstitucional, toda vez que su contenido no versa sobre la materia de 
hidrocarburos en sí misma, sino sobre aspectos vinculados al ordenamiento 
urbano, la protección civil y el uso del suelo, los cuales, conforme al artículo 
115, fracción II y V, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, son de la competencia exclusiva de los Estados que tienen como 
base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el 
municipio libre. 

47.Sin que pase inadvertido que el treinta y uno de octubre  y veinte de 
diciembre de dos mil veinticuatro, se publicaron en el Diario Oficial de la 
Federación, los Decreto por los que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 
Materia de Energía, a través de los cuales se reformaron los párrafos cuarto, 
sexto y octavo del artículo 25; el párrafo sexto del artículo 27; un párrafo 
octavo, recorriéndose los subsecuentes en su orden, al artículo 28, de los que 
se desprende que la planeación y el control de la exploración y extracción del 
petróleo y demás hidrocarburos, corresponderá exclusivamente a la Nación. 

48. Además, de la lectura de los referidos preceptos constitucionales se 
advierte que los recursos naturales, tales como los hidrocarburos, resultan 
bienes del dominio de la Nación que serán manejados por el Estado con el 
propósito de obtener ingresos que contribuyan al desarrollo del país a largo 
plazo mediante asignaciones a empresas públicas o a través de contratos con 
éstas o con particulares, pero en cualquier caso se establecerá que éstos son 
propiedad del país y así deberá afirmarse en las asignaciones o contratos. 

49. Pero como se señaló, el artículo del reglamento impugnado no pretende 
regular sobre el uso, manejo y/o distribución de hidrocarburos, ya que solo 
regula la distancia entre construcciones de estaciones de servicio, con el fin 
de evitar un riesgo a la población. 

50. Cabe señalar que, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha sostenido que los Estados y Municipios están facultados para 
establecer requisitos y condiciones en materia de desarrollo urbano, incluso 
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respecto de actividades reguladas por leyes federales, siempre que no incidan 
directamente en la regulación técnica o sustantiva de dichas materias. 

51. Ahora bien, los reglamentos Estatales y municipales están sujetos a ciertos 
principios, de los que, por su importancia, destacan los siguientes: 
 
a) Se trata de verdaderos ordenamientos normativos, esto es, tienen la 
característica de estar compuestos por normas generales, abstractas e 
impersonales.  
 
b) Entre los bandos de policía y gobierno los reglamentos, circulares y 
disposiciones administrativas de un Ayuntamiento, salvo que la legislación 
local establezca alguna disposición en contrario, no existe una relación de 
jerarquía, sino que todos tienen el mismo rango legal.  
 
c) Normalmente no se trata de ordenamientos rígidos, toda vez que pueden 
ser modificados o derogados por el propio Ayuntamiento que los emitió o por 
cualquiera de los que le sigan en el mando, sin más formalidades que las que 
se hayan seguido para su emisión. 
 
d) Esta atribución le está conferida a los Municipios por disposición 
constitucional, por lo que es una función que sólo ellos pueden desempeñar, 
sin que, ante su inactividad o silencio, la puedan realizar las autoridades 
federales o las del orden común. 
 
e) Los reglamentos estatales y municipales son instrumentos locales 
complementarios de la actividad legislativa que corresponde al Congreso del 
Estado, pues se circunscriben a regular la vida de una comunidad en las 
materias relacionadas con ésta y que no hayan sido normadas por la 
legislatura. De alguna forma, cubren los vacíos legales dejados por la 
legislación local, de ahí que se les califique de complementarios. 
 
f) No obstante, los Ayuntamientos, en ejercicio de su facultad regulatoria, 
deben respetar ciertos imperativos, a saber: 
 
- Los reglamentos estatales y municipales no pueden estar en oposición a la 
Constitución General de la República, así como tampoco a las leyes federales 
o locales; 
- En todo caso, deben adecuarse a las bases normativas que emitan las 
Legislaturas de los Estados; y 
- Deben versar sobre materias o servicios que le correspondan legal o 
constitucionalmente, al Estado y/o sus Municipios. 
 
52. Motivos por los que los reglamentos estatales y municipales no pueden 
estar en oposición a la Constitución General de la República ni a las de los 
Estados, así como tampoco a las leyes federales o locales, sino que, en todo 
caso, deben adecuarse a tales normas y a las bases normativas que emitan 
las Legislaturas de los Estados y, además, invariablemente deben versar 
sobre materias o servicios que le correspondan a los propios Gobiernos 
Estatales y sus Municipios, resulta imperioso verificar qué disposiciones, en el 
caso particular del Estado de Quintana Roo, norman su actividad y delimitan 
su campo de acción en la materia que nos ocupa, y determinar si dentro de 
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alguna de ellas, se encuentra la facultad de establecer restricciones al 
establecimiento de gasolineras en el ámbito municipal. 
 
53. Al respecto, es importante destacar que el establecimiento de un requisito 
consistente en la distancia de resguardo que debe haber entre un 
establecimiento de venta, almacenamiento y autoconsumo de gasolina y 
diésel, y centros de concentración masiva, tales como escuelas, hospitales, 
mercados, cines, teatros, estadios, auditorios e iglesias, corresponde a las 
materias de asentamientos humanos y protección civil, en las que existe 
concurrencia de la Federación, las Entidades Federativas y los Municipios para 
su regulación, de conformidad con el artículo 73, fracciones XXIX-C y XXIX-I, 
de la Constitución Federal. 
 
54. Lo anterior es así pues la materia de asentamientos humanos, de 
conformidad con el artículo 3, fracción IV de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, se refiere al 
establecimiento de un conglomerado demográfico, con el conjunto de sus 
sistemas de convivencia, en un área físicamente localizada, considerando 
dentro de ésta los elementos naturales y las obras materiales que lo integran. 
Materia dentro de la cual se prevé lo referente al equipamiento urbano, pero 
en la fracción XVII (relativo al conjunto de inmuebles, instalaciones, 
construcciones y mobiliario utilizado para prestar a la población los servicios 
urbanos y desarrollar las actividades económicas), así como a la zonificación 
en la fracción XXXVIII (consistente en la determinación de las áreas que 
integran y delimitan un territorio, sus aprovechamientos predominantes y las 
reservas, usos de suelo y destinos, así como la delimitación de las áreas de 
crecimiento, conservación, consolidación y mejoramiento). 
 
55. Por su parte, la materia de protección civil, de acuerdo con lo previsto en 
la Ley General de Protección Civil, se ocupa del conjunto de disposiciones, 
medidas y acciones destinadas a la prevención, auxilio y recuperación de la 
población ante la eventualidad de un desastre. 
 
56. Lo anterior muestra que la restricción cuyo estudio nos ocupa, consistente 
en el establecimiento de medidas de resguardo para el establecimiento de 
estaciones de servicio o gasolineras, comprende cuestiones tanto de 
asentamientos humanos como de protección civil. 
 
57. Ahora bien, las disposiciones que norman la actividad y delimitan el campo 
de acción en el Estado de Quintana Roo, en materia de asentamientos 
humanos y protección civil son: primero, la Constitución Federal; en segundo 
término, las leyes federales, en la especie, la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano y la Ley General de 
Protección Civil; en tercer lugar, las leyes locales, es decir, la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial Desarrollo Urbano y la Ley 
de Protección Civil, ambas del Estado de Quintana Roo. 
 
58. Por lo que hace a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, de conformidad con su artículo 73, fracciones XXIX-C y XXIX-I, se 
establece concurrencia de la Federación, las Entidades Federativas y los 
Municipios para regular en materia de asentamientos humanos y protección 
civil, respectivamente. 
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59. En esta tesitura, corresponde analizar ahora las disposiciones relativas de 
la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano y la Ley General de Protección Civil. 
 
60. Cabe decir que, aun cuando las entidades federativas, los Municipios y la 
Federación pueden actuar en materia de asentamientos humanos y protección 
civil, corresponde al Congreso de la Unión determinar la forma y los términos 
en que intervendrán, a través de una ley general o ley marco. 
 
61. En el caso, precisamente en uso de la facultad que le confiere el artículo 
73, fracción XXIX-C, en congruencia con el 27, tercer párrafo, constitucionales, 
el Congreso de la Unión expidió la Ley General de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis, y los artículos 
1, 7, 10 y 11 de dicho ordenamiento jurídico señalan: 
 
“Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés social y de 
observancia general en todo el territorio nacional. Las disposiciones de esta 
Ley tienen por objeto:  
I. Fijar las normas básicas e instrumentos de gestión de observancia general, 
para ordenar el uso del territorio y los Asentamientos Humanos en el país, con 
pleno respeto a los derechos humanos, así como el cumplimiento de las 
obligaciones que tiene el Estado para promoverlos, respetarlos, protegerlos y 
garantizarlos plenamente;  
II. Establecer la concurrencia de la Federación, de las entidades federativas, 
los municipios y las Demarcaciones Territoriales para la planeación, 
ordenación y regulación de los Asentamientos Humanos en el territorio 
nacional; 
III. Fijar los criterios para que, en el ámbito de sus respectivas competencias 
exista una efectiva congruencia, coordinación y participación entre la 
Federación, las entidades federativas, los municipios y las Demarcaciones 
Territoriales para la planeación de la Fundación, Crecimiento, Mejoramiento, 
consolidación y Conservación de los Centros de Población y Asentamientos 
Humanos, garantizando en todo momento la protección y el acceso equitativo 
a los espacios públicos; 
IV. Definir los principios para determinar las Provisiones, Reservas, Usos del 
suelo y Destinos de áreas y predios que regulan la propiedad en los Centros 
de Población, y  
V. Propiciar mecanismos que permitan la participación ciudadana en particular 
para las mujeres, jóvenes y personas en situación de vulnerabilidad, en los 
procesos de planeación y gestión del territorio con base en el acceso a 
información transparente, completa y oportuna, así como la creación de 
espacios e instrumentos que garanticen la corresponsabilidad del gobierno y 
la ciudadanía en la formulación, seguimiento y evaluación de la política pública 
en la materia. (…)”  
 
“Artículo 7. Las atribuciones en materia de planeación, así como de 
ordenamiento territorial, asentamientos humanos, desarrollo urbano y 
desarrollo metropolitano, serán ejercidos de manera concurrente por la 
Federación, las entidades federativas, los municipios y las Demarcaciones 
Territoriales, en el ámbito de la competencia que les otorga la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y esta Ley, así como a través de los 
mecanismos de coordinación y concertación que se generen. 
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(…)”  
 

“Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: 
I. Legislar en materia de asentamientos humanos, Desarrollo Urbano y 
ordenamiento territorial, así como para la planeación, gestión, coordinación y 
desarrollo de las conurbaciones y zonas metropolitanas, en sus jurisdicciones 
territoriales, atendiendo a las facultades concurrentes previstas en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en lo dispuesto por 
esta Ley; 

(…). 
IX. Establecer las normas conforme a las cuales se efectuará la evaluación del 
impacto urbano y territorial de las obras o proyectos que generen efectos 
significativos en el territorio; las cuales deberán estar incluidas en los planes 
de Desarrollo Urbano; 
X. Participar, conforme a la legislación federal y local, en la constitución y 
administración de Reservas territoriales, la dotación de infraestructura, 
equipamiento y Servicios Urbanos, la salvaguarda de la población que se 
ubique en los polígonos de protección y amortiguamiento determinados por los 
planes de Desarrollo Urbano; así como en la protección del Patrimonio Natural 
y Cultural, y de las zonas de valor ambiental del equilibrio ecológico de los 
Centros de Población;  
XI. Intervenir en la prevención, control y solución de los asentamientos 
humanos irregulares, en los términos de la legislación aplicable y de 
conformidad con los programas de Desarrollo Urbano, de conurbaciones y 
zonas metropolitanas incluyendo el enfoque de género y el marco de los 
derechos humanos; 
XII. Emitir y, en su caso, modificar la legislación local en materia de Desarrollo 
Urbano que permita contribuir al financiamiento e instrumentación del 
ordenamiento territorial y el Desarrollo Urbano y Desarrollo Metropolitano en 
condiciones de equidad, así como para la recuperación de las inversiones 
públicas y del incremento de valor de la propiedad inmobiliaria generado por 
la consolidación y el crecimiento urbano; 
XIII. Participar en la planeación y regulación de las zonas metropolitanas y 
conurbaciones, en los términos previstos en esta Ley y en las leyes de las 
entidades federativas que, en su caso, corresponda; 
XIV. Impulsar y promover la creación de los institutos municipales, 
multimunicipales y metropolitanos de planeación, así mismo, establecer y 
participar en las instancias de coordinación metropolitana en los términos de 
esta Ley; (Fracción reformada DOF 01-06-2021). 
XV. Coordinar sus acciones con la Federación, con otras entidades federativas 
sus municipios, municipios asociados o Demarcaciones Territoriales, según 
corresponda, para el Ordenamiento Territorial de los Asentamientos Humanos 
y la planeación del Desarrollo Urbano y Desarrollo Metropolitano; así como 
para la ejecución de acciones, obras e inversiones en materia de 
infraestructura, equipamiento y Servicios Urbanos, incluyendo las relativas a 
la Movilidad y a la accesibilidad universal; 
(Fracción reformada DOF 01-06-2021) 
XVI. Convenir con los sectores social y privado la realización de acciones e 
inversiones concertadas para el Desarrollo Regional, Desarrollo Urbano y 
Desarrollo Metropolitano, atendiendo a los principios de esta Ley y a lo 
establecido en las leyes en la materia; 
XVII. Apoyar a los municipios que lo soliciten, en la administración de los 
servicios públicos municipales, en los términos de las leyes aplicables; 
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XVIII. Evaluar y dar seguimiento, en los términos de las leyes locales relativas, 
al impacto urbano o regional de obras y proyectos que generen efectos en el 
territorio de uno o más municipios de la entidad de que se trate; 
XIX. Apoyar a las autoridades municipales que lo soliciten, en el 
asesoramiento y capacitación sobre la administración de la planeación del 
Desarrollo Urbano, o para la celebración de convenios entre estas para la 
creación y mantenimiento de institutos multimunicipales, metropolitanos de 
planeación o en dado caso, convenir con ellas la transferencia de facultades 
estatales en materia urbana, en términos de los convenios que para ese efecto 
se celebren; 
(Fracción reformada DOF 01-06-2021) 
XX. Imponer sanciones administrativas a los infractores de las disposiciones 
jurídicas y de los programas estatales de Desarrollo Urbano y Desarrollo 
Metropolitano, conforme a lo que prevea la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, así como dar vista a las autoridades competentes, para la 
aplicación de las sanciones que en materia penal se deriven de las faltas y 
violaciones a tales disposiciones; 
XXI. Aplicar y promover las políticas y criterios técnicos de las legislaciones 
fiscales, que permitan contribuir al financiamiento del ordenamiento territorial 
y el Desarrollo Urbano, Desarrollo Regional y Desarrollo Metropolitano en 
condiciones de equidad, así como la recuperación del incremento de valor de 
la propiedad inmobiliaria generado por la consolidación y el Crecimiento 
urbano; 
XXII. Formular y aplicar las políticas, así como realizar las acciones en materia 
de estructuración urbana, gestión del suelo, Conservación del Patrimonio 
Natural y Cultural y accesibilidad universal, incluyendo la Movilidad; 
XXIII. Evaluar y dar seguimiento, en los términos de las leyes locales aplicables 
al impacto territorial de obras y proyectos que generen efectos en el territorio 
de uno o más municipios de la entidad de que se trate; 
XXIV. Prevenir y evitar la ocupación por asentamientos humanos en zonas de 
alto riesgo, de conformidad con los atlas de riesgo y en los términos de la 
legislación aplicable; 
XXV. Establecer en las leyes y reglamentos de la materia, los lineamientos a 
los que habrán de sujetarse las autorizaciones, licencias o permisos 
relacionados con las diferentes acciones urbanísticas, en las cuales se debe 
prever por lo menos las formalidades y requisitos, procedimientos, causas de 
improcedencia, tiempos de respuesta, medios de impugnación, medidas de 
seguridad y sanciones, causas de revocación y efectos para la aplicación de 
afirmativas o negativas fictas, tendientes a garantizar la seguridad jurídica y la 
máxima transparencia en los actos de autoridad en la materia; 
XXVI. Atender las consultas que realicen los municipios sobre la apropiada 
congruencia, coordinación y ajuste de sus planes y programas municipales en 
materia de Desarrollo Urbano, y 
XXVII. Las demás que les señalen esta Ley y otras disposiciones jurídicas 
federales y locales. 
 
“Artículo 11. Corresponde a los municipios: 
I. Formular, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas 
municipales de Desarrollo Urbano, de Centros de Población y los demás que 
de éstos deriven, adoptando normas o criterios de congruencia, coordinación 
y ajuste con otros niveles superiores de planeación, las normas oficiales 
mexicanas, así como evaluar y vigilar su cumplimiento;  
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II. Regular, controlar y vigilar las Reservas, Usos del Suelo y Destinos de 
áreas y predios, así como las zonas de alto riesgo en los Centros de 
Población que se encuentren dentro del municipio; 
 III. Formular, aprobar y administrar la Zonificación de los Centros de Población 
que se encuentren dentro del municipio, en los términos previstos en los 
planes o programas municipales y en los demás que de éstos deriven;  
IV. Promover y ejecutar acciones, inversiones y servicios públicos para la 
Conservación, Mejoramiento y Crecimiento de los Centros de Población, 
considerando la igualdad sustantiva entre hombres y mujeres y el pleno 
ejercicio de derechos humanos;  
V. Proponer a las autoridades competentes de las entidades federativas la 
Fundación y, en su caso, la desaparición de Centros de Población; 
VI. Impulsar y promover la conformación de institutos metropolitanos de 
planeación junto con los municipios que conforman una zona metropolitana 
determinada, así como participar en la planeación y regulación de las zonas 
metropolitanas y conurbaciones, en los términos de esta Ley y de la legislación 
local; (Fracción reformada DOF 01-06-2021) 
VII. Celebrar convenios de asociación con otros municipios para fortalecer sus 
procesos de planeación urbana, así como para la programación, 
financiamiento y ejecución de acciones, obras y prestación de servicios 
comunes; así como para crear y mantener un instituto multimunicipal de 
planeación, cuando los municipios se encuentren por debajo de un rango de 
población menor a cien mil habitantes; (Fracción reformada DOF 01-06-2021)  
VIII. Celebrar con la Federación, la entidad federativa respectiva, con otros 
municipios, Demarcaciones Territoriales o con los particulares, 
convenios y acuerdos de coordinación y concertación que apoyen los 
objetivos y prioridades previstos en los planes o programas municipales 
de Desarrollo Urbano, de Centros de Población y los demás que de éstos 
deriven; 
IX. Prestar los servicios públicos municipales, atendiendo a lo previsto en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la legislación local; 
X. Coordinar sus acciones y, en su caso, celebrar convenios para asociarse 
con la respectiva entidad federativa y con otros municipios o con los 
particulares, para la prestación de servicios públicos municipales, de acuerdo 
con lo previsto en la legislación local;  
XI. Expedir las autorizaciones, licencias o permisos de las diversas 
acciones urbanísticas, con estricto apego a las normas jurídicas locales, 
planes o programas de Desarrollo Urbano y sus correspondientes 
Reservas, Usos del Suelo y Destinos de áreas y predios;  
XII. Validar ante la autoridad competente de la entidad federativa, sobre la 
apropiada congruencia, coordinación y ajuste de sus planes y programas 
municipales en materia de Desarrollo Urbano, lo anterior en los términos 
previstos en el artículo 115, fracción V de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos;  
XIII. Solicitar a la autoridad competente de la entidad federativa, la inscripción 
oportunamente en el Registro Público de la Propiedad de la entidad los planes 
y programas que se citan en la fracción anterior, así como su publicación en la 
gaceta o periódico oficial de la entidad;  
XIV. Solicitar la incorporación de los planes y programas de Desarrollo Urbano 
y sus modificaciones en el sistema de información territorial y urbano a cargo 
de la Secretaría;  
XV. Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana, en los 
términos de la legislación aplicable y de conformidad con los planes o 
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programas de Desarrollo Urbano y las Reservas, Usos del Suelo y Destinos 
de áreas y predios;  
XVI. Intervenir en la prevención, control y solución de los asentamientos 
humanos irregulares, en los términos de la legislación aplicable y de 
conformidad con los planes o programas de Desarrollo Urbano y de zonas 
metropolitanas y conurbaciones, en el marco de los derechos humanos;  
XVII. Participar en la creación y administración del suelo y Reservas 
territoriales para el Desarrollo Urbano, de conformidad con las disposiciones 
jurídicas aplicables; así como generar los instrumentos que permitan la 
disponibilidad de tierra para personas en situación de pobreza o vulnerabilidad;  
XVIII. Atender y cumplir los lineamientos y normas relativas a los polígonos de 
protección y salvaguarda en zonas de riesgo, así como de zonas restringidas 
o identificadas como áreas no urbanizables por disposición contenidas en 
leyes de carácter federal;  
XIX. Imponer sanciones administrativas a los infractores de las disposiciones 
jurídicas, planes o programas de Desarrollo Urbano y Reservas, Usos del 
Suelo y Destinos de áreas y predios en términos de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, así como dar vista a las autoridades 
competentes, para la aplicación de las sanciones que en materia penal se 
deriven de las faltas y violaciones de las disposiciones jurídicas de tales planes 
o programas de Desarrollo Urbano y, en su caso, de ordenación ecológica y 
medio ambiente;  
XX. Formular y ejecutar acciones específicas de promoción y protección a los 
espacios públicos; 
 XXI. Informar y difundir anualmente a la ciudadanía sobre la aplicación y 
ejecución de los planes o programas de Desarrollo Urbano;  
XXII. Crear los mecanismos de consulta ciudadana para la formulación, 
modificación y evaluación de los planes o programas municipales de 
Desarrollo Urbano y los que de ellos emanen de conformidad con lo dispuesto 
por esta Ley;  
XXIII. Promover el cumplimiento y la plena vigencia de los derechos 
relacionados con los asentamientos humanos, el Desarrollo Urbano y la 
vivienda;  
XXIV. Promover y ejecutar acciones para prevenir y, mitigar el riesgo de 
los asentamientos humanos y aumentar la Resiliencia de los mismos 
ante fenómenos naturales y antropogénicos, y  
XXV. Las demás que les señale esta Ley y otras disposiciones jurídicas 
federales y locales.  
XXVI. Impulsar y promover un instituto municipal de planeación, cuando se 
encuentre en un rango de población de cien mil habitantes hacia arriba. 
(Fracción adicionada DOF 01-06-2021)” 
  
62. De los preceptos anteriormente transcritos se destaca la facultad de los 
Estados y Municipios para regular los usos y destinos de áreas y predios de 
los centros de población. 
 
63.Asimismo, el Congreso de la Unión en uso de la facultad que le confiere el 
artículo 73, fracción XXIX-I, constitucional, expidió la Ley General de 
Protección Civil, publicada en el Diario Oficial de la Federación el seis de junio 
de dos mil doce, en la que se establecen los lineamientos a los que en la 
materia deberán ajustarse los tres niveles de gobierno, a fin de efectuar las 
acciones coordinadas destinadas a la protección de la población contra los 
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siniestros que se presenten, así como su prevención y, en su caso, 
recuperación. 
 
64. Así, en las leyes generales señaladas se establecen los lineamientos de 
distribución a los que deben sujetarse la Federación, las entidades federativas 
y los Municipios, en materia de asentamientos humanos y protección civil; y, 
por tanto, las normas que las legislaturas locales expidan para regular dichas 
funciones dentro del ámbito territorial que les corresponda, deben ceñirse a 
las referidas leyes generales. 
 
65. Ahora bien, por lo que hace a las leyes del Estado de Quintana Roo, la Ley 
de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial Desarrollo Urbano del 
Estado, en sus artículos 1, 13, fracciones III, IV y XIII, señala lo siguiente:  
 
“Artículo 1. Las disposiciones de esta ley son de orden público e interés social 
y de observancia general en todo el Estado y tienen por objeto:  
 

I. Establecer las disposiciones básicas e instrumentos para ordenar el uso del 
territorio y la planeación y regulación de los asentamientos humanos y el 
desarrollo urbano en el Estado, así como para determinar las atribuciones de 
las autoridades competentes para la aplicación de esta ley, con pleno respeto 
a los derechos humanos y demás principios establecidos en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; 
II. Determinar las acciones y fijar las normas y criterios para una efectiva 
participación, congruencia y coordinación entre gobierno y sociedad a que se 
sujetará la ordenación del territorio, así como la fundación, crecimiento, 
mejoramiento, consolidación y conservación de los centros de población en el 
Estado, garantizando en todo momento el fomento, la protección y el acceso 
equitativo a los espacios públicos y los equipamientos; 
III. Establecer los criterios para armonizar la planeación y la ordenación de los 
asentamientos humanos con el ordenamiento sustentable del territorio y la 
seguridad de sus habitantes; 
IV. Establecer las bases y definir los principios conforme a las cuales el Estado 
y los municipios ejercerán sus atribuciones para zonificar el territorio y 
determinar las correspondientes provisiones, usos del suelo, reservas y 
destinos de áreas y predios que regulan la propiedad en los centros de 
población; 
V. Disponer las normas conforme a las cuales se dará la política del suelo y 
reservas territoriales en el Estado, así como definir los instrumentos para su 
gestión y administración en los centros de población, teniendo como eje 
vertebrador el bien común, el medio natural, el espacio público y los 
equipamientos; 
VI. Establecer las normas conforme a las cuales se sujetará la autorización 
de las acciones urbanísticas, así como las demás obras de equipamiento, 
infraestructura y servicios urbanos en el Estado;  
VII. Determinar las normas básicas para la prevención de riesgos y 
contingencias en los asentamientos humanos, tendiente a garantizar la 
seguridad y protección civil de sus habitantes y sus bienes, y 
VIII. Establecer las bases y propiciar mecanismos que permitan la 
participación ciudadana en los procesos de planeación y gestión del territorio, 
con base en el acceso a información transparente, completa y oportuna, así 
como la creación de instrumentos que garanticen la corresponsabilidad del 
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gobierno y la ciudadanía en la formulación, seguimiento y evaluación de la 
política pública en la materia.  
 
Artículo 13. Corresponde a los Municipios, de conformidad con el artículo 115 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley 
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano y en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, las siguientes 
atribuciones:   
(…) 
III. Regular, controlar y vigilar las reservas, usos del suelo y destinos de áreas 
y predios, así como las zonas de alto riesgo en los centros de población que 
se encuentren dentro del Municipio;   
(…) 
IV. Expedir los reglamentos y disposiciones administrativas aplicables a las 
materias de su competencia, conforme a esta ley y otras disposiciones 
jurídicas; 
(…) 
XIII. Otorgar o negar las autorizaciones, licencias o permisos para realizar 
fusiones, subdivisiones, parcelaciones, relotificaciones, fraccionamientos, 
condominios, conjuntos urbanos o urbanizaciones, así como de construcción, 
ampliación, remodelación, reparación, restauración, demolición o 
reconstrucción de inmuebles, de propiedad pública o privada situados en el 
Municipio, con estricto apego a este ordenamiento, los programas municipales 
a que se refiere el artículo 31 de esta ley y demás normas aplicables; sin 
menoscabo de las atribuciones que esta ley le confiere al Gobierno del Estado; 
(…)” 
 
66. Por su parte, la Ley de Protección Civil del Estado de Quintana Roo en sus 
artículos 1, 2, fracciones II y VIII, 4, fracción I y 43 señalan lo siguiente:  
 
ARTÍCULO 1.- La presente Ley es de orden público e interés social. Sus 
disposiciones son de observancia general y obligatoria en el territorio del 
Estado de Quintana Roo y tienen por objeto establecer las bases de 
coordinación de las actividades y programas en materia de protección civil. 
 
ARTÍCULO 2.- La presente Ley tiene por objeto:  
  
II.- Establecer el marco que regirá las actividades de los particulares, 
organizaciones privadas y sociales, dependencias y entidades de la 
Administración Pública estatal y de los municipios en materia de prevención, 
manejo, auxilio y recuperación en casos de alertas, amenazas, emergencias, 
calamidades o riesgos; 
(…)  
VIII.- Concertar acciones entre los sectores público, social y privado para lograr 
la reducción del riesgo de desastres y desarrollar una mayor comprensión y 
concientización para reducir la vulnerabilidad de la población y sus bienes; 
  
ARTÍCULO 4.- Se considera de orden público e interés social: 
 I.- El ordenamiento del territorio del Estado y la elaboración de códigos de 
construcción, en los casos previstos en esta Ley y demás relacionadas con el 
desarrollo urbano e infraestructura para la protección civil; 
(…) 
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ARTÍCULO 43.- Para la formulación y conducción de la política de prevención 
y protección civil del Estado y la expedición de los instrumentos normativos y 
programáticos en la materia, se observarán, en lo aplicable, los principios 
rectores establecidos en la Ley General de Protección Civil y los preceptos y 
bases establecidos en los convenios y acuerdos de coordinación en la materia, 
celebrados o que se celebren con los distintos órdenes de gobierno. 
 
67. Como se advierte tanto los ordenamientos federales y locales en materia 
de asentamientos humanos, y protección civil establecen los usos y destinos 
de las áreas y predios de los centros de población para la salvaguarda de la 
sociedad, así como para emitir reglamentos en materia de protección civil, 
conforme a la distribución de competencias que se establece al respecto. 
 
68. Lo que permite concluir que tanto en la legislación federal como local se 
consideró de orden público e interés social la regulación de los usos y destinos 
del suelo, así como las acciones encaminadas a salvaguardar la vida de las 
personas, sus bienes y su entorno, ante cualquier evento destructivo de origen 
natural o generado por la actividad humana a través de medidas de prevención 
de riesgos. 
 
69. En tal virtud, dado que los ordenamientos analizados facultan a los Estados 
y Municipios para expedir reglamentos en materia de asentamientos humanos 
y protección civil, la restricción impuesta relativa a la distancia que deben de 
tener entre sí, consistente en que no se otorgarán permisos a aquellas que se 
construyan entre radios menores a quinientos metros para protección y 
amortiguamiento con respecto al mismo radio de otra estación de servicio, 
constituye una medida que puede establecerse en los citados reglamentos, 
por corresponder a las materias de asentamientos humanos y protección civil, 
en las cuales, derivado de las facultades concurrentes, los estados y 
municipios están facultados para regular. 
 
70. En efecto la citada restricción al establecimiento de estaciones de servicios 
constituye una medida tendente a salvaguardar la vida de las personas, sus 
bienes y su entorno, ante cualquier siniestro que pudiera acontecer con motivo 
de la actividad de estos establecimientos, pues su operación conlleva un grado 
de peligrosidad, en virtud del cual se requiere la imposición de providencias 
encaminadas a prevenir que se afecten los derechos de la sociedad. 
 
71. Por tanto, dicha restricción no puede entenderse como una prohibición 
absoluta o genérica dirigida al manejo de hidrocarburos, sino como una 
limitación de urbanización que intenta evitar desastres en los sectores de 
población derivado de la actividad realizada por los establecimientos de venta, 
almacenamiento y autoconsumo de gasolina y diésel, en tanto que existe un 
valor que pondera y asegura el derecho positivo mexicano, que se traduce en 
la convivencia y bienestar social en todos sus aspectos; por ello se protege el 
interés de la sociedad por encima del interés particular, por lo que, cuando este 
último puede lesionar el del primero, afectando dichos valores, en aras de ese 
interés mayor se limita o condiciona el individual cuando con éste puede 
afectarse aquél en una proporción mayor del beneficio que en lo particular 
obtendría un solo individuo. 
 
72. Motivo por el cual, es de concluir que tal limitante es constitucionalmente 
válida. Esto es así, porque busca alcanzar los objetivos legítimamente 
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perseguidos para salvaguardar el bienestar general en la sociedad, en la 
medida en que no regula el uso, venta o distribución de los hidrocarburos, pero 
sí restringe el que se lleve a cabo la construcción para el funcionamiento de 
las estaciones de servicio en tanto no cuenten con una distancia de resguardo 
necesaria en aras de proteger el derecho a la integridad física y de 
urbanización de los habitantes del Estado y sus Municipios. 
 
73. En consecuencia, toda vez que la venta, el almacenamiento y 
autoconsumo de gasolina y diésel es una actividad que por sí misma, implica 
cierto grado de riesgo de que se afecte a la sociedad, la restricción que se 
establece, consistente en una distancia de resguardo entre la ubicación de una 
gasolinera y otra, es una restricción válida que puede reglar el Estado de 
Quintana Roo conforme a su competencia concurrente al garantizar el derecho 
de la sociedad en materia de protección civil y asentamientos humanos. 
 
74. Por tanto, el artículo 35, fracción VI, del Reglamento Urbano para 
Estaciones de Servicio para la Distribución de Gasolina y Combustibles 
Líquidos Producto de la Refinación del Petróleo en el Estado de Quintana Roo, 
debe considerarse válido desde el punto de vista constitucional, en tanto 
establece una restricción orientada a la planeación y al desarrollo urbano, 
sustentada en el interés público y la seguridad colectiva, sin que ello signifique 
una regulación directa o indirecta del sistema nacional de hidrocarburos.” 

 
51. En consecuencia, como se anticipó resultan fundados los agravios hechos 

valer por la recurrente, en virtud de que la extinta Segunda Sala de este Alto 

Tribunal declaró constitucional el artículo 35, fracción VI, del Reglamento 

Urbano para Estaciones de Servicio para la Distribución de Gasolina y 

Combustibles Líquidos Producto de la Refinación del Petróleo en el Estado 

de Quintana Roo, en tanto establece una restricción orientada a la planeación 

y al desarrollo urbano, sustentada en el interés público y la seguridad 

colectiva, sin que ello signifique una regulación directa o indirecta del sistema 

nacional de hidrocarburos; en consecuencia, procede revocar la sentencia 

recurrida. 

 

VIII. DECISIÓN 

 

52. En virtud de las consideraciones expuestas, al resultar fundados los agravios 

de la recurrente en relación con la materia de constitucionalidad analizada, lo 

procedente es revocar la sentencia dictada el 15 de mayo de 2025 por el 

Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito.  

 

IX. EFECTOS 
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53. Se revoca la sentencia dictada el 15 de mayo de 2025 por el Tercer Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, a efecto de que emita otra y analice 

los conceptos de violación relacionados con aspectos de legalidad, partiendo 

de la premisa que conforme lo desarrollado en esta sentencia, resulta 

constitucional el artículo 35, fracción VI, del Reglamento Urbano para 

Estaciones de Servicio para la Distribución de Gasolina y Combustibles 

Líquidos Producto de la Refinación del Petróleo en el Estado de Quintana 

Roo. 

 

Por todo lo expuesto y fundado, se resuelve: 

 

PRIMERO. Se desecha el recurso de revisión adhesivo. 

SEGUNDO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida, 

para los efectos precisados en el último considerando de esta sentencia. 

TERCERO. Devuélvanse los autos al tribunal colegiado del conocimiento 

para los efectos precisados en el presente fallo. 

 

Notifíquese.  

 

 


